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Sesión Ordinaria
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores
Miércoles 07 de octubre de 2020, II Audiencia. 
ACTA
Participantes: 
· Dayanira Martínez Bolívar.
· Mayela Pérez Delgado. 
· Rodolfo Brenes Blanco. 
· Gabriel Quirós Calderón.
· Rebeca Ramírez Corrales. 
· Karla Vanessa Sancho Vargas.
· Mileidy García Solano. 
· Cindy Campos Coto.
· Angie Calderón Chaves
· Ruth Bermúdez Molina, ausente con justificación. 
· Ericka Chavarría Astorga, ausente con justificación.
· Mauren Arias Gutiérrez, Ausente con justificación.

ARTÍCULO I
TEMA: Comentarios, Reflexiones sobre el Foro Virtual realizado el pasado miércoles 30 de septiembre:
· Se replicó el video del año pasado. 
· Salió cápsula informativa el jueves 01 de octubre sobre la actividad. 
· También salió en el informativo Judicial. 
· Participaron por Teams aproximadamente 70 personas. 

ACUERDO: 1. Tomar nota de los comentarios generados en el desarrollo de la reunión. Se agradece la colaboración de todas y todos lo cual permitió el desarrollo y éxito de la actividad. 


ARTÍCULO II
TEMA: Respuesta del Tribunal Penal de Puntarenas, sobre consulta realizada a partir de la sesión anterior, en relación con la suspensión de las Audiencias en donde intervienen Personas Adultas Mayores. 
· Respuesta del Tribunal Penal de Puntarenas. Juez Coordinador, Ronald Nicolás. 
· Respuesta del Centro para el Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 
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ACUERDO: 1. Tener por hechas las manifestaciones realizadas por parte del Lic. Ronald Nicolás, Coordinador del Tribunal Penal de Puntarenas mediante correo electrónico con fecha del 10 de agosto de 2020, y proceder con las diligencias que se indican en el siguiente acuerdo. 2. Acoger la propuesta de la MBA Lilliana Saborío Saborío, Jefa Área de Coordinación y Mejoramiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  y solicitarles respetuosamente que redireccionen la consulta planteada por parte de la Subcomisión de Personas Adultas Mayores a la Dirección de Planificación para que se informe a esta Subcomisión sobre las decisiones que se tomaron en el seno del Consejo de Jueces y Juezas del Tribunal Penal de Puntarenas, respecto con la suspensión de las audiencias en donde intervienen como parte las personas adultas mayores. Tomando en consideración que se podrían ver seriamente afectados en cuando al acceso efectivo a la justicia. 3. Hágase la comunicación por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. 

Observación: Proponer a futuro una charla de capacitación y sensibilización para el personal del Tribunal Penal de Puntarenas, una vez que se cuente con la respuesta de la Dirección de Planificación. 



ARTÍCULO III
TEMA: Documento que se sometió para consulta tras acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia.
· Lineamientos Básicos para la Atención de las Personas en Condición de Vulnerabilidad (sesión del mes de septiembre).
· Documento: Modificación o actualización del Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias aprobado en el Acta Corte Plena No. 039-03 del 20-10-2003 IX (sesión del mes de agosto).
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ACUERDO: 1. Tomar nota de lo solicitado. 2. Socializar la información con las y los integrantes de la Subcomisión para que emitan sus observaciones, en un plazo máximo de 15 días, a partir de la comunicación del Acta.

ARTÍCULO IV
TEMA: Confección de Informe solicitado por la Corte Plena, sobre la permanencia y sostenibilidad de la Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia. 
· Unidad de Acceso: Un informe consolidado con la información de todas las Subcomisiones. 
· En lo que respecta a la Subcomisión de Personas Adultas Mayores, doña Deyanira confeccionó el oficio de justificación. 
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ACUERDO: 1. Se toma nota del informe confeccionado por parte de doña Deyanira Martínez, en su calidad de coordinadora de la Subcomisión. 2. Estar a la espera de lo que resuelva Corte Plena al respecto. 3. Socializar con las y los integrantes de la Subcomisión el Informe final confeccionado desde la Unidad de Acceso a la Justicia para Corte Plena.  


ARTÍCULO V
TEMA: Propuesta integración representantes del CONAPAM a la Subcomisión del Poder Judicial de Personas Adultas Mayores. 

[bookmark: _GoBack]ACUERDO: 1. Se acuerda generar invitación a CONAPAM y también a ASCADA para que valoren la integración de una persona de sus respectivas instituciones, en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores del Poder Judicial, a partir del año próximo año 2021. 


ARTÍCULO VI
TEMA: Traslado de Invitación que realizada doña Lupita Chaves, para participar el 14 de octubre en Seminario de Mujeres Mayores de América.





ACUERDO: 1. Se reitera que la comunicación de esta invitación se socializó vía correo electrónico y se otorgó un plazo para manifestar interés. Al respecto no se recibió ningún correo manifestando el interés para participar. 2. Se valora el tema como punto de agenda y se acuerda consultarlo en primera instancia con doña Karla Sancho, como segunda posibilidad con doña Rebeca Ramírez, (ambas abandonaron la sesión por problemas de conectividad); y en caso de que ninguna de ellas dos puedan participar, consultar con doña Yolanda Mora. 

Observación: 1. Se llama vía telefónica a doña Karla y manifiesta que para el 02 de noviembre no le es posible.  2. Se llama a doña Rebeca, y ella sí manifiesta su anuencia en participar. 3. Se proceden con las consultas respectivas ante la organización. 
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Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



San José, 20 agosto del 2020                        

                                                                                Oficio 304-CACMFJ-JEF-2020



Máster

Melissa Benavides Víquez

Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia





Estimada licenciada:



En atención a su nota No. CACC-348-2020, de fecha 7 de agosto en curso, se remite el oficio No. 69-CACMFJ-ACM-2020, suscrito por la máster Lilliana Saborio Saborio, Jefa del Área de Coordinación y Mejoramiento.

De usted atentamente,



Maricruz Chacón Cubillo

Directora



MCC/fbh




San José, 14 agosto del 2020                        

                                                                                Oficio N°69-CACMFJ-ACM-2020



Licenciada

Maricruz Chacón Cubillo, Directora Centro de

Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la 

Función Jurisdiccional

S.   O.







Estimada licenciada:



En atención del Oficio CACC-348-2020, fechado 7 de agosto del año en curso y suscrito por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante el cual se remite el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores del Poder Judicial, en sesión virtual celebrada el pasado 29 de julio, artículo II y particularmente en lo referente a lo señalada en el ítem d, que literalmente dice: 

d. Poner en conocimiento sobre estas gestiones al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, toda vez que se considera por parte de esta Subcomisión que deben existir lineamientos generales y de aplicación para todas las instancias jurisdiccionales, cuando se toman decisiones como la adoptada por el Tribunal Penal de Puntarenas,  de manera que se tenga siempre presente y en consideración el principio de justicia pronta y cumplida, para que no se cause una mayor afectación a las personas usuarias, y en este caso particular a las personas adultas mayores, cuando claramente conforme lo que establece la Política Institucional comunicada mediante Circular No. 190-2016 y con base en la Circular No. 188-2016; la necesidad de brindarles una atención prioritaria y un trámite preferente.  Asimismo, tomando en consideración lo que señala el artículo 31 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (Ley No.9394): “Acceso a la Justicia: …Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento en todos los procesos judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas.

Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a la persona mayor para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en procesos administrativos y judiciales”.



Se informa que se comparte en todos los extremos el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia; no obstante, en acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 24-2019 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo XXXVI, se dispuso:

Una vez analizado el tema relacionado con los modelos de los planes remediales para el modelo penal, se acordó: 1.) Comunicar a la Dirección de Planificación que será el encargado en los seguimientos respectivos de los despachos que están atendiendo los planes remediales para el modelo penal. 2.) Debido a lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá dirigir sus recursos a la atención de planes de las demás materias. 



Al respecto, el Tribunal Penal de Puntarenas forma parte del Modelo Penal, el cual es liderado por la Dirección de Planificación y como tal, regula lo concerniente a los indicadores de gestión de este despacho, por lo tanto, considerando que el tema de marras tiene que ver con la gestión de ese Tribunal al tratarse de una disposición tomada sobre los señalamientos, respetuosos de las disposiciones del Consejo Superior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) desconoce si dicha medida se tomó a partir de algún plan remedial implementado por la Dirección de Planificación, por lo que no se puede emitir criterio al respecto.



No obstante, ante lo delicado de esa medida, se está en la mayor disposición de remitir el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justica, a dicha Dirección, con el fin de que se pronuncien al respecto y determinar los motivos que influyeron para que se tomara esa decisión y con ello poder dar respuesta a esta solicitud.





Cordialmente, 



MBA. Lilliana Saborío Saborío, Jefa Area de Coordinación y

Mejoramiento, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la

Función Jurisdiccional.







cc. Diligencias
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Acta Corte Plena Nº 039-03 del 20-10-2003.
ARTÍCULO IX



ARTÍCULO IX

Se somete a consideración el documento "Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial."

Sobre el tema, el Magistrado Solano, mediante correo electrónico recibido el 24 de setiembre último, manifestó:

"EXPOSICIÓN DE MOTIVOS (Trabajo elaborado por Luis Fernando Solano Carrera, Presidente de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica. Director del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica. Vicepresidente del Instituto Costarricense de Derecho Constitucional)

 

Una justificación inicial acerca del nombre que se le da a este proyecto de Ley y del por qué se prefiere la denominación de "Estatuto de la Justicia" por sobre "Estatuto del Juez", que era con el que inicialmente se trabajó a la luz de lo que se aprobó en la VI Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, celebrada en mayo del año 2001 en Santa Cruz de Tenerife, Islas Canarias. La denominación finalmente adoptada, obedece a la necesidad de ofrecer a partir de allí una mayor cobertura de materias y sujetos implicados en el funcionamiento de la justicia, pero, en esencia, con el ánimo de abrir espacios normativos a materias no solamente que no estaban reguladas anteriormente, sino que lo hace introduciéndolas de una manera que puede considerarse novedosa.

La ley que se propone está llamada a evolucionar en el enfoque que se ha venido manejando de la justicia, y aunque no es novedosa en todos sus aspectos, al incorporarlo en forma de mandatos jurídicos, exigirá a los operadores judiciales y en primer término a los jueces, a reexaminar mucho de lo que ha sido una cultura judicial de larga tradición.

¿Y a qué obedece que haya llegado el momento de una ley tan particular, de la que no hay mayores antecedentes en nuestra región?

Por una parte, porque resulta evidente que la evolución de nuestras sociedades ha llevado, entre otras cosas, a exigir un mayor protagonismo y capacidad de respuesta al sistema de justicia.

Incluso asumimos hoy, y pacíficamente, la necesidad de que el Poder Judicial se adecue a la demanda de apertura y sensibilidad en relación con las expectativas y deseos expresados por diversos sectores y agentes sociales, así como que adapte sus tradicionales métodos de trabajo y actitudes a esas nuevas y sentidas necesidades. Deben quedar atrás el hermetismo en forma definitiva, el mutismo, el autismo, el secretismo y otros "ismos" de igual tono, que tradicionalmente ha mostrado el sistema judicial y quienes lo componen, poco propensos a trabajar de frente a las personas, a dar cuenta de sus actos, etc, para dar paso a un estilo de trabajo en donde se tenga como eje una cultura del servicio, en la que la dignidad y los derechos de las personas que acuden en demanda de justicia sean protegidos, y en donde la inmediación y la transparencia en todas las actuaciones, sea lo esencial, a fin de que se realice la "justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes", como manda nuestro texto constitucional y que –más modernamente- podemos traducir como un derecho a la "tutela judicial efectiva". O tutela judicial plena.

Por otra parte, el Poder Judicial debe avanzar hacia la consecución o consolidación de su independencia, no como un privilegio de los jueces o de sus integrantes como tales, sino como un derecho de los ciudadanos y como garantía del correcto funcionamiento del Estado constitucional y democrático de Derecho. Adicionalmente debe indicarse que a los jueces hay que exigirles comportamientos y actuaciones en correspondencia con las aspiraciones de la sociedad porque, por supuesto, entendemos que independencia no significa irresponsabilidad. Si el artículo 9° de nuestra Constitución Política incluye como parte del Gobierno del Estado a los tres Poderes y a todos por igual los señala como "responsables", está claro que el Poder Judicial, y sus integrantes los jueces, quedan cubiertos por la exigencia de dar un servicio de excelencia y de rendir cuentas sobre su quehacer. Es en ese sentido que el Estatuto coloca, en adición a la necesaria independencia de los jueces, también la necesidad de que se establezcan mecanismos de evaluación del desempeño, de manera que por este medio se satisfagan las expectativas de una justicia accesible, transparente, proba, oportuna y de calidad, pero a la vez, de jueces que estén en condiciones de hacerlo posible.

 

Precisamente por eso ha de tenerse en cuenta que, a la par de los esfuerzos que se realizan o se han venido realizando en lo que se hemos denominado "Reforma Judicial", con toda esa diversidad y esa riqueza que encierra el concepto, es indispensable responder apropiadamente al reclamo que se escucha con frecuencia para que la justicia se ponga en manos de jueces con una clara idoneidad técnica, profesional y ética. Lo anterior significa que, en adición a los esfuerzos que se hacen para que la justicia cuente con mejores instrumentos procesales, de infraestructura física, de condiciones materiales para que la mejor prestación del servicio y una gestión a tono con el señalado reclamo social, debe comprenderse también que en última instancia, de los jueces y funcionarios va a depender, significativamente, la calidad de la justicia y la percepción que públicamente se tenga de ella.

Una mención a este respecto de la interesante frase que pronunciara Paul Li, en ese momento Director del California Center for Judicial Education and Research, con sede en San Francisco, en el sentido de que "la calidad de la justicia no puede ser mayor que la calidad de los jueces" (En Primer Simposio de Escuelas Judiciales, Buenos Aires, 1991).

Desde ese preciso ángulo de enfoque es que, por lo menos quien redacta estas líneas he venido insistiendo en que cualquier esfuerzo de "reforma judicial", y específicamente para lo que venimos haciendo en Costa Rica, a la par de las legítimas metas relativas a cuestiones estructurales y de gestión, que son las que primero afloran y sobre las que se pone mucho empeño y dinero, han de fijarse otras igualmente importantes y de singular urgencia, como las que tienen que ver con esa idoneidad profesional, la idoneidad técnica, la vocación de servicio y fuertes criterios éticos en jueces y juezas, si hablamos de una justicia en el Estado constitucional y democrático, como debemos insistir que hoy en día debe ser. No puede haber divorcio en esto.

Por eso mismo, si no se avanza en todos esos sentidos, poniendo todas las variables de trabajo para el mejoramiento integral de la justicia, de manera paralela, cualquier reforma será incompleta y pienso que no será sostenible en el tiempo, como ahora se exige para este tipo de procesos. Si bien con una referencia especial, pero que ilustra la tesis anterior, señala James Michel, que "una reforma de la justicia que no aborda la independencia de las decisiones judiciales, carece de credibilidad" ("Independencia Judicial", monografía presentada a la Conferencia sobre Independencia Judicial, Lima, noviembre de 2001).

 

Es por todo ello que, para el mejor desempeño de la función jurisdiccional y del comportamiento del sistema judicial como un todo, teniendo en cuenta las disposiciones que puedan constar en instrumentos de Derecho Internacional, en Declaraciones, en Cartas de Derechos, en Estatutos, algunos de los cuales han sido mencionados en esta breve exposición de motivos, junto a los que ya están en la Constitución Política y en normas legales ordinarias, es necesario que el sistema judicial disponga de un instrumento como éste, que condense o sistematice, de la manera más clara y precisa, los derechos, deberes, condiciones y requisitos que han de acompañar y orientar el ejercicio de tan delicadas tareas y responsabilidades.

 

Como se adivina a estas alturas, un objetivo específico de la promulgación de una Ley como la que en este acto se presenta, consiste en ofrecer un referente que identifique los valores, principios, instituciones, procesos y recursos mínimos necesarios para garantizar que la función jurisdiccional se desarrolle en forma independiente; que defina un perfil de los jueces en el contexto de una sociedad democrática, el papel que desempeñan y lo que se espera no solamente ellos, sino también de otros funcionarios del sistema, a la vez que también se estimulan y potencian los esfuerzos que ya se han venido desarrollando en ese sentido.

Otro objetivo directo, que se detecta con claridad en las partes primera y última de la propuesta de Ley, es que aspectos que hoy se estiman esenciales en la actuación jurisdiccional, se conviertan en derechos efectivos de las personas, y que, como tales, puedan ser exigidos y garantizados en el diario quehacer de los órganos judiciales. De allí todos los elementos que se incorporan y que tienen relación con conceptos como son los de "justicia transparente", "justicia accesible", "justicia responsable", "justicia independiente", "justicia para los más débiles", "justicia para las minorías", a la par de un bloque que trata de abarcar cuestiones que se denominan allí normas sobre "ética judicial" y que al final, reflejan el propósito de que la justicia y sus operadores obedezcan las exigencias del debido proceso.

La Corte Suprema de Justicia, plenamente consciente de que este tipo de instrumentos reviste un carácter importante en el esfuerzo de construir una cultura jurídica y judicial a tono con los requerimientos de la sociedad actual, estima necesario impulsar la promulgación de este Estatuto, que se origina primero en un documento que aprobó la VI Cumbre de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia de Iberoamérica, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, España, el 25 de mayo de 2001, denominado "Estatuto del Juez Iberoamericano", pero posteriormente se le incorporaron los Acuerdos tomados sobre "Los Derechos de las Personas ante la Justicia", de la VII Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, celebrada en Cancún, México, en noviembre del año 2002.

Se deja constancia, sin embargo, de que ambos documentos y acuerdos, originalmente escritos en abstracto y para un contexto espacial todavía indeterminado, en gran parte ha sido reescrito por mí y adaptado a nuestras propias particularidades nacionales. Para llegar hasta esa fase de "nacionalización", si pudiera decirse, los documentos originales han sido mejorados en base a sesiones de análisis, celebradas tanto a lo interno del Poder Judicial, reuniendo a jueces, fiscales, defensores, integrantes del Consejo Superior, con funcionarios de la Escuela Judicial y otros funcionarios claves del sistema, como también haciéndolo con personas calificadas, externas al sistema, especialistas investigadores sociales, y otros profesionales, algunos de los cuales en estos momentos ostentan la condición de Diputados a la Asamblea Legislativa.

A lo largo de este proceso de "socialización", al Proyecto se le han incorporado atinadas recomendaciones que se han formulado para mejorarlo. Aunque aun le falten detalles y precisiones.

 

Ya se ha indicado que el "Estatuto" tiene la virtud de calificar como un referente o parámetro de actuación. Ha de tenerse claridad sobre que ese referente funcionará en un doble sentido: primeramente, para los operadores judiciales, que sabrán las reglas a que están sometidos y los medios con que cuentan para un apropiado desempeño; pero también es un referente para los usuarios del sistema y para las personas en general, que sabrán lo que pueden exigir o esperar y en qué condiciones, del quehacer del sistema judicial como un todo y de sus operadores en particular.

Como ya se apuntaba, esto es lo propio en el moderno Estado Constitucional de Derecho, en el que se hace efectiva la responsabilidad de los poderes públicos por la forma en que realizan sus cometidos o fines.

En refuerzo de la importancia de este proyecto, hay que insistir en el hecho de que se inscribe dentro de una tendencia muy marcada en el Poder Judicial costarricense, que desde hace ya bastantes años –casi pioneramente- ha venido trabajando en forma intensa en el mejoramiento de las condiciones legales, materiales, intelectuales y éticas en que se desenvuelven quienes desempeñan cargos dentro de él. A raíz de lo anterior es que se promueven otras importantes reformas e iniciativas que tienen relación con el campo procesal, con la gestión judicial y la gerencia de los tribunales, pero también en la formación inicial de los jueces y otros funcionarios del sistema.

Resulta razonable esperar que, en conjunto, los citados esfuerzos produzcan resultados positivos, cualitativa y cuantitativamente. Nos lo debemos nosotros, dentro del sistema, y se lo debemos a la sociedad".

- 0 -

El Presidente, Magistrado Mora, expresa: "En su oportunidad habíamos aprobado un Estatuto sobre la Justicia. En la última Reunión de Presidentes de Cortes, celebrada en México, se conoció también sobre el estatuto de derechos de las personas usuarias del sistema de justicia. Aprovechando que el Ministerio de Justicia aún no había enviado nuestro proyecto a la Asamblea Legislativa, se le pidió que no lo hiciera, pidiéndole además al Magistrado Solano que nos actualizara el articulado, tomando en consideración esa declaración de derechos de las personas usuarias de la justicia. Ahora el Magistrado Solano nos presenta el articulado con una exposición de motivos y con ambos temas incorporados en el proyecto. Yo revisé en dos ocasiones con el Magistrado Solano el articulado, y me parece que está suficientemente ajustado a lo que ya habíamos aprobado, y a las nuevas indicaciones que se dieron para hacer la incorporación a que me he referido."

El Magistrado Solano agrega: "En realidad lo que se hizo fue trasladar, por ejemplo, la última parte que es la carta de derechos de los usuarios y las usuarias que se aprobó en Cancún en noviembre del año pasado, se puso como una segunda parte del Estatuto de la Justicia y por eso hasta el nombre es compuesto. Pero en realidad lo que se hace es trasladar de esos documentos aprobados tanto en la cumbre de Canarias del año 2.001 como en la cumbre de Cancún, a este documento. Tal vez la importancia que va a tener el proyecto, es que convierte en normas plenamente jurídicas, digámoslo así, con pretensión de eficacia y diligencia plena, muy diferente a lo que sucedería si se quedan como una declaración tomada en una reunión internacional, y por eso digamos es la importancia y la trascendencia del asunto. De todas maneras la primera parte fue objeto de todo un proceso de discusión y de validación, porque hubo varios talleres, reuniones, foros de discusión en donde se analizaron. Esta otra parte (segunda) de la Carta de los Derechos de los usuarios, lo que se hizo fue transcribirla sin someterlo a un nuevo proceso de validación, pero yo creo que se trata de cuestiones de las que todos estamos conscientes de que son necesarias que existan también para efectos también de que las personas sepan hasta donde llegan sus derechos y sus posibilidades de actuar frente a la justicia."

Con el voto de las señoras Magistradas y señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar el siguiente,

"ESTATUTO DE LA JUSTICIA

Y DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

 

Existe un Acuerdo de la Corte Suprema de Justicia para impulsar este Proyecto de Ley y ciertamente, por diversos motivos, no ha sido posible avanzar en la tarea de convertirlo en ley de la República. Ha transcurrido más de un año desde que fue entregado al anterior Ministro de Justicia, quien prometió impulsarlo, pero al dejar el cargo no se supo la suerte del documento. Esa circunstancia permitió que se le incorporaran disposiciones adicionales relativas a los derechos de las personas ante los servicios de justicia, aprobadas en noviembre de 2002 en la Cumbre de Presidentes de Cortes Supremas de Justdicia de Cancún. En lo personal, he mantenido especial motivación para que la Asamblea Legislativa llegue a analizar este texto, aceptando, sin lugar a dudas, que puede requerir las mejoras que surjan con motivo de la discusión legislativa. Se trata de una nueva forma de aceptar la administración de justicia y sus integrantes, la enorme responsabilidad de servir a la sociedad, por lo que es una cuestión que no podemos dejar "in albis". A mi modo de entender las cosas, una ley de esta naturaleza se orienta a que demos un salto cualitativo de gran significado en el doble sentido: a lo interno, como marco para la prestación del servicio, y a lo externo, como referente de los usuarios acerca de los derechos que les asisten en estas materias.

 

DISPOSICIONES GENERALES

 

Artículo 1°. PRINCIPIOS EN QUE SE FUNDA LA JUSTICIA.

La justicia es un valor esencial para la razonable convivencia en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático.

Debe entenderse que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de ella.

Todos los funcionarios que participan y se desempeñan dentro del sistema de justicia, en especial sus jueces y juezas, están en el deber de cuidar su alta misión y de que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad e independencia de su función y que estimulen el respeto y la confianza en su trabajo.

El Poder Judicial deberá crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular, debiéndoseles garantizar que no habrá represalias de ningún tipo por tal motivo.

De igual modo, todo servidor judicial está en el deber de facilitar, o en su caso, canalizar apropiadamente la denuncia de actos reñidos con la legalidad o la ética en el desempeño de otros funcionarios, independientemente del rango o función que ejerza el denunciado ó denunciados.

 

DERECHOS DE LAS PERSONAS USUARIAS DEL SISTEMA JUDICIAL

 

Artículo 2°. LA INFORMACIÓN COMO INSTRUMENTO DE ACCESO A LA JUSTICIA.

 

1. Todas las personas tienen derecho a que el sistema judicial les tenga informados debidamente sobre el funcionamiento de los tribunales en general, especialmente sobre requisitos y características de los distintos procedimientos judiciales, en todos los ámbitos que cubre el Poder Judicial.

 

2. Los interesados tendrán acceso a los documentos, libros, archivos y registros judiciales que legalmente no tengan carácter reservado.

 

3. Es de particular importancia que se brinde información general acerca de los horarios de atención al público. En las sedes judiciales tal información se colocará de modo visible.

 

Artículo 3°. CONOCIMIENTO DE LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO Y LA NORMATIVA INTERNACIONAL.

Las personas tienen derecho a conocer el contenido actualizado de la legislación del Estado y la normativa internacional, especialmente la relacionada con la protección de los Derechos Humanos. El Poder Judicial deberá colaborar con otras entidades del Estado para que este derecho se facilite a través de sistemas y tecnologías que permitan el acceso a esa información.

 

Artículo 4°. DERECHO A LA TRANSPARENCIA JUDICIAL.

 

0. Toda persona tiene derecho a ser atendida directamente en las oficinas judiciales, y a recibir información respecto de cualquier aspecto relacionado con el funcionamiento de las dependencias, y en todo caso, a ser orientadas en cuanto a los derechos que puedan asistirles respecto de alguna situación particular. 

 

0. Las partes –y quien tenga interés legítimo en ellos- tendrán derecho a conocer el contenido y el estado de sus procesos, pero no pueden pretender que los jueces u otros funcionarios opinen sobre el fondo de lo que debe resolverse. 

 

0. En ningún caso, pueden los jueces negarse a recibir a las partes o a sus abogados, cuando deséen referirse a aspectos relacionados con la administración del expediente, o para el diligenciamiento de alguna actividad procesal o inquirir sobre algún aspecto que legalmente sea pertinente. Si se entendiere que la solicitud o pretensión de la parte o abogado resulta inadmisible, deberá dejarse constancia de ello en el expediente, de modo que si en el futuro se discutiere el tema, haya mayor seguridad sobre lo sucedido. 

 

Artículo 5°. DERECHO A UNA JUSTICIA COMPRENSIBLE.

0. Además de un trato digno y respetuoso, las personas también tienen derecho a que los actos de comunicación contengan términos sencillos y comprensibles, evitándose además, elementos intimidatorios innecesarios. 

 

0. Igual derecho se tiene a que en las audiencias, comparecencias o cualquier otro acto que se realice oralmente, jueces y funcionarios judiciales utilicen un lenguaje que, respetando las exigencias técnicas necesarias, sea comprensible. 

 

0. Otro tanto cabe exigir de las sentencias y resoluciones en general, que han de ser redactadas en forma clara y comprensible para los destinatarios. 

 

Artículo 6°. DERECHO A LA PUNTUALIDAD Y RAZONABILIDAD DE LOS ACTOS JUDICIALES.

 

0. Las personas que deban participar en cualquier actividad judicial, tienen derecho a exigir que se lleven a cabo con puntualidad. 

 

0. Preferentemente el juez, pero en su caso un funcionario autorizado, deberá informar con claridad y tomando en consideración las circunstancias, las causas de cualquier retraso. 

 

0. Salvo el caso de fuerza mayor, toda suspensión de una actividad procesal que exija la presencia de partes, abogados, testigos, peritos u otras personas, deberá ser comunicada con la debida antelación, a fin de evitar gastos y molestias innecesarias a los interesados. 

 

0. Las comparecencias personales ante cualquier órgano judicial, deberán llevarse a cabo de modo que sea lo menos gravosa posible para la persona. 

 

0. Las comparecencias judiciales personales deben reducirse a los casos estrictamente necesarios y jueces u otros funcionarios están en el deber de concentrarlas y realizarlas empleando la menor cantidad de tiempo posible, para evitar llamados reiterados e innecesarios. 

 

0. Si la asistencia a un acto jurisdiccional implica desplazamiento para una persona, cuando por las condiciones personales corresponda, el Poder Judicial debe tramitarle con la antelación y la celeridad debidas, las indemnizaciones que por ello procedan. 

 

Artículo 7°. DEBER DE PROTEGER A TESTIGOS Y OTRAS PERSONAS QUE COLABOREN CON LA JUSTICIA.

 

Las personas que declaren como testigos, o colaboren de cualquier forma con la administración de justicia, tienen derecho a ser adecuadamente protegidas por las autoridades del Estado, cuando de las circunstancias o de su misma petición se desprenda que ello se hace necesario.

 

Artículo 8°. CONDICIONES DE ATENCIÓN A USUARIOS EL SISTEMA.

 

Las personas tienen derecho a ser atendidos personalmente en las oficinas judiciales respecto de cualquier incidencia relacionada con el funcionamiento de dichas oficinas, en la forma legalmente establecida.

Las dependencias judiciales accesibles al público, tales como salas de espera, salas de vistas, clínicas médicas y otros servicios forenses, deberán reunir las condiciones y facilidades que sean necesarias para asegurar un correcta y adecuada atención a las personas.

 

Artículo 9°. FACILIDADES SOBRE DOCUMENTOS QUE DEBAN SER APORTADOSAL PROCESO.

 

Las personas tienen derecho a que no se les exija la aportación de documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas, salvo que justificadamente lo requieran de otra forma. A los efectos de esta disposición, bastará con que la parte indique el lugar donde se encuentren y que sufrague el costo que demande incorporarlos al expediente.

Es deber del Estado y los demás entes públicos, disponer de los mecanismos necesarios que permitan, cuando resulte de interés para la tramitación judicial, la consulta directa por parte de jueces y tribunales, de documentos o cualquier otra información que posean, dejándose de ello constancia en el expediente respectivo.

 

Artículo 10°. FACILIDADES PARA COMUNICARSE CON LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES.

 

El Poder Judicial hará esfuerzos para que en un plazo razonable, las personas puedan comunicarse con los órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, video conferencias y otros medios telemáticos, con las consecuencias que las leyes procesales contemplen.

 

Artículo 11°. LA PARTICIPACIÓN DIRECTA DEL JUEZ O JUEZA.

 

Las declaraciones y testimonios, debates, vistas y audiencias en las que se tenga por objeto oir a las partes antes de dictar una resolución, se celebrarán siempre con la presencia del Juez o del Tribunal, de acuerdo con lo previsto en las leyes.

 

Artículo 12° DERECHO DE LAS PERSONAS A RECLAMAR POR MAL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA JUDICIAL.

1. Las personas tienen derecho a formular reclamaciones, quejas y sugerencias relativas al incorrecto funcionamiento de la Administración de Justicia, así como a recibir respuesta en forma célere y, en todo caso, dentro de los plazos legalmente establecidos. 

 

1. Con el fin de hacer efectivo este derecho, el Poder Judicial dispondrá de contralorías de servicios que estarán en el deber de atender debidamente esas quejas, y en su momento, implantando sistemas para garantizar su ejercicio por vía telemática. 

 

1. En todo caso, a las personas se les hará conocer en forma apropiada el procedimiento mediante el cual se tramitará su queja, reclamo o sugerencia. 

 

Artículo 13°. RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

 

Las personas tienen derecho, con arreglo a la normativa existente, a exigir responsabilidades por error judicial o por el funcionamiento anormal de la administración de justicia.

Artículo 14°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DEBILES. PROTECCIÓN DE LA VÍCTIMA.

 

0. La persona que sea víctima, tiene derecho a que el sistema judicial y los tribunales le informen con claridad sobre su intervención en el proceso penal, sobre las posibilidades de obtener una reparación del daño sufrido, así como acerca del curso del proceso. 

 

0. El sistema judicial y cada tribunal en particular debe asegurar a la víctima el conocimiento efectivo de las resoluciones que puedan afectar su seguridad, especialmente en casos de violencia doméstica. 

 

0. De la misma manera, la víctima tiene derecho a ser protegida de forma inmediata y efectiva por los juzgados o tribunales, especialmente frente al que ejerce violencia física, psíquica o de cualquier otra forma, en el ámbito familiar. 

 

0. Las Oficinas de Atención a la víctima ya creadas y las que necesariamente han de crearse en donde haya necesidad de hacerlo, en todo el territorio nacional, buscarán la prestación de un servicio integral a la persona afectada por el delito y en su caso, procurarán coordinar acciones con entidades creadas constitucional y legalmente para esos mismos fines. 

 

0. Se procurará, además, que la víctima sea atendida con respeto a su dignidad y preservando en todo caso su intimidad y propia imagen. Para ello, se adoptarán medidas que impidan que se encuentre, innecesariamente, en las dependencias policiales o judiciales con su agresor. 

 

0. Los funcionarios a cargo de estos casos responderán por descuido o negligencia en el cumplimiento de estos deberes. 

 

0. El Estado y los tribunales o una oficina especializada de éstos, puede adoptar medios técnicos que permitan localizar y ubicar a los agresores a los que se les haya impuesto medidas procesales en protección de las víctimas. 

 

0. Deberá protegerse a la víctima, asimismo, frente a la publicidad no deseada sobre su situación procesal y de su vida privada. 

Artículo 15°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DEBILES. PROTECCIÓN DE LOS INDÍGENAS.

 

0. El Poder Judicial y los tribunales en particular, deben garantizar el acceso a la justicia de la población indígena, con plenitud de derechos, facilitando claramente la utilización de la lengua propia y todos aquellos aspectos que les posibiliten la efectiva comprensión del sentido y significado de las actuaciones judiciales. 

 

0. El trato que deberá otorgarse a los integrantes de las poblaciones indígenas en el sistema judicial y los tribunales en especial, deberá ser respetuoso con su dignidad y tradiciones culturales. 

 

0. El Poder Judicial diseñará un modelo que, acorde con lo que establece el Derecho Consuetudinario de las poblaciones indígenas, pueda servir para la resolución alternativa de conflictos en donde sean parte sus integrantes. 

 

Artículo 16°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. PROTECCIÓN DEL NIÑO Y EL ADOLESCENTE.

 

0. El niño o el adolescente tiene derecho a que su comparecencia ante cualquier órgano judicial tenga lugar en forma adecuada a su situación y desarrollo personal. 

 

0. A fin de resguardar su dignidad y condiciones de seguridad, en sus intervenciones se podrá disponer la utilización de elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencias o similares. 

 

0. En lo posible, debe eliminarse la reiteración de comparecencias judiciales del niño o adolescente en relación con un mismo asunto. 

 

0. Cuando el niño o adolescente tuviere desarrollo intelectual suficiente y así se determinare por algún especialista, tiene derecho a ser oído en todo proceso en que tenga interés directo y que conduzca a una decisión que pueda llegar a afectar su esfera personal, familiar o social. 

 

0. Tienen derecho, asimismo, a que se evite que en los procesos en que tenga interés, haya publicidad que pueda llegar a afectar su vida íntima personal y a que se guarde debida reserva de actuaciones relacionadas con ellos. 

 

0. A fin de hacer efectivos estos derechos, el Poder Judicial dictará un instrumento o "protocolo" que sistematice el tratamiento de los asuntos relacionados con menores y adolescentes. 

 

Artículo 17°. PREVISIONES SOBRE LOS INTERVINIENTES JUDICIALES MÁS DÉBILES. LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.

 

0. La persona afectada por cualquier tipo de discapacidad sensorial, física ó psíquica, podrá ejercer con plenitud los derechos reconocidos en esta Estatuto, en la Constitución Política y la legislación procesal. 

 

0. Solamente en casos de necesidad comprobada se le hará comparecer en estrados o para diligencias judiciales. De ser posible, se dispondrá realizar determinadas actividades en el lugar de residencia o donde se encuentra la persona con discapacidad. 

 

0. Los edificios judiciales y sus dependencias estarán previstos de aquellos servicios que faciliten el acceso y estancia a los discapacitados. 

 

0. Las personas con limitaciones para ver, oir o hablar tienen derecho a que se les facilite el servicio de intérprete de signos o de aquellos medios tecnológicos que permitan obtener de forma comprensible la información solicitada, como la práctica adecuada de los actos de comunicación y de cualquier otra actuación procesal en que participen con motivo de un asunto judicial. 

 

0. En los actos de comunicación, deberán los tribunales tener absoluta seguridad de que el destinatario con discapacidad no solo haya sido impuesto formalmente de las decisiones jurisdiccionales que deba conocer, sino que comprenda su alcance. Para ello deberá utilizarse el medio que, según el caso, garantice que tal comprensión se ha dado. 

 

0. Se garantizará el uso de intérprete, al extranjero que no conozca la lengua oficial, si hubiere de ser interrogado o prestar alguna declaración, o cuando fuere necesario darle a conocer en forma personal alguna resolución jurisdiccional. Cuando de las circunstancias, la autoridad judicial llegue a tener duda de que un extranjero está comprendiendo lo que sucede en un determinado proceso, deberá proveer el intérprete, aun cuando no exista solicitud expresa suya. 

 

INDEPENDENCIA JUDICIAL

Artículo 18°. PRINCIPIO GENERAL DE INDEPENDENCIA.

Como una garantía para las personas, los Jueces son independientes en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y solamente se encuentran sometidos a la Constitución y a la ley, con estricto respeto al principio de jerarquía normativa.

 

Artículo 19°. OBLIGACION DE RESPETO A LA INDEPENDENCIA JUDICIAL.

Los otros poderes del Estado y, en general, todas las autoridades, instituciones y organismos nacionales o internacionales, deben respetar y hacer efectiva la independencia de la judicatura.

 

Artículo 20°. INDEPENDENCIA JUDICIAL Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN.

Las libertades de expresión e información no resultan incompatibles con la independencia de los jueces, salvo cuando se ejerciten en forma abusiva o arbitraria, con la clara finalidad de influir indebidamente en el dictado de las resoluciones jurisdiccionales.

 

Artículo 21°. INDEPENDENCIA INTERNA.

En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se encuentran sometidos a autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la facultad de éstas de revisar las decisiones jurisdiccionales a través de los recursos legalmente establecidos, y de la fuerza que el ordenamiento nacional atribuye a la jurisprudencia y a los precedentes emanados de las Salas de la Corte Suprema Justicia y a la jurisprudencia constitucional.

 

Artículo 22°. DEFENSA DE LA INDEPENDENCIA JUDICIAL.

Los ataques a la independencia judicial han de ser sancionados por ley, la que deberá prever los mecanismos por medio de los cuales los jueces inquietados o perturbados en su independencia puedan obtener el respaldo del órgano de gobierno del Poder Judicial.

 

Artículo 23°. CONDICIONES MATERIALES DE LA INDEPENDENCIA.

El Estado garantizará la independencia económica del Poder Judicial, mediante la asignación del presupuesto adecuado para cubrir sus necesidades y a través del desembolso oportuno de las partidas presupuestarias.

 

IMPARCIALIDAD

 

Artículo 24°. PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.

La imparcialidad del juez es condición indispensable para el ejercicio de la función jurisdiccional.

 

Artículo 25°. IMPARCIALIDAD OBJETIVA.

La imparcialidad del juez ha de ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía.

 

Artículo 26°. ABSTENCION Y RECUSACION.

Los jueces tienen la obligación de separarse de la tramitación y conocimiento de asuntos en los que tengan alguna relación previa con el objeto del proceso, partes o interesados en el mismo, en los términos previstos en la ley.

Las abstenciones sin fundamento y las recusaciones infundadas aceptadas por el juez, constituyen falta grave a sus deberes.

 

Artículo 27°. INCOMPATIBILIDADES.

El ejercicio de la función jurisdiccional es incompatible con otras actividades, a excepción de aquéllas admitidas por la ley.

 

SELECCION DEL JUEZ, CARRERA JUDICIAL E INAMOVILIDAD

 

Artículo 28°. ORGANO Y PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN DE LOS JUECES.

Los procesos de selección y nombramiento deben realizarse por medio de órganos predeterminados por la ley, que apliquen procedimientos también predeterminados y públicos, que valoren objetivamente los conocimientos y méritos profesionales de los aspirantes.

 

Artículo 29°.OBJETIVIDAD EN LA SELECCIÓN DE JUECES.

Los mecanismos de selección estarán orientados, en todo caso, a la determinación objetiva de la idoneidad de los aspirantes.

 

Artículo 30°. PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACION EN LA SELECCIÓN DE JUECES.

En la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por motivo de raza, sexo, religión, ideología, origen social, posición económica u otro que vulnere el derecho a la igualdad que ampara a los aspirantes. El requisito de nacionalidad del país no se considerará discriminatorio.

 

Artículo 31°. PRINCIPIO DE INAMOVILIDAD.

1. Como garantía de su independencia, los jueces son inamovibles desde el momento en que adquieren su nombramiento en propiedad y cumplen el período de prueba establecido en el Estatuto del Servicio Judicial, pasando a formar parte de la carrera judicial.

2. No obstante, podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad física o mental, evaluación negativa de su desempeño profesional en los casos en que la ley lo establezca, o destitución o separación del cargo declarada en caso de responsabilidad penal o disciplinaria, por los órganos legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

 

Artículo 32°. INAMOVILIDAD INTERNA.

1. La garantía de inamovilidad del juez se extiende a los traslados, promociones y ascensos, que exigen el libre consentimiento del interesado.

2. De manera excepcional, se puede ascender o trasladar un juez por necesidades del servicio o modificación de la organización judicial, pasándolo a reforzar otro órgano jurisdiccional, pero en estos casos, en que prevalece el interés general sobre el particular, deberá garantizarse audiencia previa al juez en cuestión y acordarse lo que corresponda mediante resolución debidamente motivada.

 

Artículo 33°.OBJETIVIDAD EN LA CONFORMACION DE LA CARRERA JUDICIAL.

Los traslados, promociones y ascensos de los jueces se decidirán con criterios objetivos predeterminados en la ley, basados, fundamentalmente, en la experiencia y capacidad profesionales de los solicitantes.

 

Artículo 34°. INAMOVILIDAD "AD HOC".

La inamovilidad del juez garantiza también, como principio general y salvo aquellos casos expresamente previstos en la Ley, que no podrá ser apartado del conocimiento de los asuntos que le estén encomendados.

 

RESPONSABILIDAD, INSPECCIÓN Y EVALUACIÓN DEL JUEZ

 

Artículo 35°. PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LA RESPONSABILIDAD DEL JUEZ.

Los jueces responderán penal, civil y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en la ley.

La exigencia de responsabilidad no amparará los ataques contra la independencia judicial que pretendan encubrirse bajo su formal cobertura.

 

Artículo 36°. ORGANO Y PROCEDIMIENTO PARA LA EXIGENCIA DE RESPONSABILIDAD.

La responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de los órganos del Poder Judicial legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales que correspondan.

 

Artículo 37°. SISTEMA DE SUPERVISION JUDICIAL.

Los sistemas de inspección judicial han de entenderse como un medio para verificar el buen funcionamiento de los órganos judiciales y procurar el apoyo a la mejora de la gestión de los jueces, antes que mecanismos puramente represivos.

 

Artículo 38°. EVALUACION DEL DESEMPEÑO.

1. En garantía de la eficiencia y calidad del servicio público de justicia, la Corte Suprema de Justicia deberá establecer un sistema de evaluación del

rendimiento y comportamiento técnico profesional de los jueces y otros funcionarios judiciales, que permita mantener un control sobre índices de desempeño y sobre la calidad del servicio que se presta a la comunidad.

2. El buen desempeño deberá influir en calificaciones que anualmente habrán de realizarse y a través de los puntajes correspondientes, servirá para ser tomado en cuenta en ascensos y demás beneficios acordados para jueces y otros funcionarios judiciales.

 

Artículo 39°. CONSECUENCIAS DE LA EVALUACION NEGATIVA DEL DESEMPEÑO.

El desempeño inadecuado o deficiente en el ejercicio de la función jurisdiccional, debidamente acreditado mediante procedimiento legal y reglamentariamente establecido, que prevea la audiencia al juez, o al funcionario de que se trate, puede conllevar la aplicación de períodos de capacitación obligatoria o, en su caso, la aplicación de otras medidas correctivas o disciplinarias.( Luce evidente que la evaluación no tiene como propósito sancionar o castigar al funcionario mal evaluado. Sería la reiteración, luego de aplicar medidas tendentes al mejoramiento, la que permite llegar a esas consecuencias. Por eso resulta importante regular las consecuencias de "la evaluación positiva", porque de ella pueden hacer depender y creo que objetivamente, derechos funcionariales como por ejemplo en los ascensos en el escalafón, o concesión de becas, para citar al menos dos opciones clásicas)

 

FORMACIÓN Y CAPACITACION JUDICIALES

 

Artículo 40°. FORMACION INICIAL.

La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los candidatos más aptos para el desempeño de la función judicial en una sociedad democrática, a través de mecanismos que permitan comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante a la judicatura y la formación de éste en los conocimientos y las destrezas propias de su función, con una orientación teórico-práctica que incluya, en la medida de lo posible, un período de pasantías en órganos jurisdiccionales u otros previamente seleccionados.

 

Artículo 41°. CENTROS DE CAPACITACION.

La Escuela Judicial debe asumir la responsabilidad de la formación inicial de los jueces, y, en su caso, de los que ya pertenecen a la carrera judicial siguiendo las indicaciones de política general que se lleguen a dictar en la materia, en cuanto a los propósitos que deben perseguirse con esa formación, diseñando, planificando y ejecutando los programas educativos, así como valorando sus resultados y el impacto de tales programas.

 

Artículo 42°. COSTOS DE LA FORMACION INICIAL.

Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder Judicial, aun en casos en que se cuente con la colaboración de instituciones públicas y privadas.

 

Artículo 43°. NATURALEZA Y COSTOS DE LA CAPACITACION CONTINUADA.

La formación continuada o capacitación en servicio constituye un derecho y un deber del juez y una responsabilidad del Poder Judicial, que deberá facilitarla en régimen de gratuidad.

 

Artículo 44°. VOLUNTARIEDAD DE LA CAPACITACION CONTINUADA.

Independientemente de lo dicho en el artículo anterior, la capacitación continuada reviste carácter obligatorio en casos de ascenso o traslado que implique cambio de jurisdicción, reformas legales importantes y otras circunstancias especialmente calificadas por la Escuela Judicial o los órganos competentes del Poder Judicial.

 

Artículo 45°. ORGANO QUE TIENE ENCOMENDADA LA CAPACITACION CONTINUADA.

La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecerse a jueces y magistrados a través de la Escuela Judicial, sin perjuicio de que se recurra a la colaboración de otras instituciones, públicas o privadas,

cuando fuere necesario, lo que se hará a través de reglas claras aprobadas por la autoridad correspondiente del Poder Judicial.

 

Artículo 46°. EVALUACION EN LA CAPACITACIÓN.

1. La evaluación de los aspirantes que participan en procesos de formación inicial, se realizará atendiendo a criterios objetivos, para determinar la posibilidad o imposibilidad del ingreso a la función.

2. La evaluación de la formación continuada, incorporada al expediente personal del juez, puede constituir un elemento de valoración del desempeño judicial y uno de los criterios de decisión para la promoción y ascenso de los jueces, u otros funcionarios del sistema, siempre que

exista una normativa previamente acordada por la autoridad que dentro del Poder Judicial le corresponda hacerlo.

 

Artículo 47°. PARTICIPACION JUDICIAL EN LA PROGRAMACION DE LA CAPACITACIÓN.

En la definición de políticas de formación judicial, los órganos competentes deberán tomar en cuenta la opinión de los jueces, a través de mecanismos confiables de consulta.

 

RETRIBUCIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MEDIOS MATERIALES

 

Artículo 48°. REMUNERACION.

Los jueces deben recibir una remuneración suficiente, irreductible y acorde con la importancia de la función que desempeñan y con las exigencias y responsabilidades que conlleva.

 

Artículo 49°. SEGURIDAD SOCIAL.

1. El Estado garantiza a los jueces un sistema de seguridad social, así como que al concluir sus años de servicio por retiro, ya sea por enfermedad u otras causas legalmente previstas o en caso de daños personales, derivados del ejercicio del cargo, reciban una pensión o jubilación digna o, en su caso, una indemnización adecuada.

2. Del mismo modo, el Estado debe garantizar a todo juez un seguro de riesgos múltiples.

 

Artículo 50°. RECURSOS HUMANOS, MEDIOS MATERIALES Y APOYOS TECNICOS

1. Los jueces y los tribunales en general, deberán contar con los recursos humanos, medios materiales y apoyos técnicos necesarios para el adecuado desempeño de su función.

2. El Poder Judicial ha de disponer los mecanismos apropiados para que se cuente siempre con el criterio de los jueces y sea considerado a la hora de tomar las decisiones que se adopten sobre el particular.

. 2. En especial, los jueces deben tener fácil acceso a la legislación y a la jurisprudencia y disponer de los demás recursos necesarios para la rápida y motivada resolución de litigios y causas.

 

Artículo 51°. SEGURIDAD PERSONAL Y FAMILIAR.

En garantía de la independencia e imparcialidad que ha de presidir el ejercicio de la función jurisdiccional, el Estado proporcionará los medios necesarios para la seguridad personal y familiar de los jueces cuando, en función de las circunstancias, se detecte que están sometidos a riesgo de esa naturaleza.

 

DERECHO DE ASOCIACION PROFESIONAL

 

Artículo 52°. DERECHO DE ASOCIACION DE LOS JUECES.

Se reconoce a los jueces la libertad de asociación.

 

ETICA JUDICIAL

 

Artículo 53°. SERVICIO Y RESPETO A LAS PARTES.

 

1. En el contexto de un Estado constitucional y democrático de Derecho y en el ejercicio de su función jurisdiccional, los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

2. El Poder Judicial está en el deber no solamente de dictar las normas que hagan efectiva esta importante obligación, sino también en el de tomar las medidas apropiadas para mantener los controles sobre su cumplimiento.

 

Artículo 54°. OBLIGACION DE INDEPENDENCIA

El juez está obligado a mantener y defender su independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.

 

Artículo 55°. DEBIDO PROCESO.

Los jueces tienen el deber de cumplir y hacer cumplir el principio del debido proceso, constituyéndose en garantes de los derechos de las partes y, en particular, velando por dispensarles un trato igual que evite cualquier desequilibrio motivado por la diferencia de condiciones materiales entre ellas y, en general, toda situación de indefensión.

 

Artículo 56°. LIMITACIONES EN LA AVERIGUACIÓN DE LA VERDAD.

Los jueces habrán de servirse tan sólo de los medios legítimos que el ordenamiento pone a su alcance en la persecución de la verdad de los hechos en los casos de que conozcan.

 

Artículo 57°. MOTIVACIÓN.

Los jueces tienen la inexcusable obligación, en garantía de la legitimidad de su función y de los derechos de las partes, de motivar debidamente las resoluciones que dicten.

 

Artículo 58°. RESOLUCIÓN EN PLAZO RAZONABLE.

1. Es un derecho de las personas, que los procesos reciban una tramitación ágil, y a que los jueces resuelvan sus pretensiones en un plazo razonable, evitando, o en su defecto sancionando, las actividades dilatorias o contrarias a la buena fe procesal de las partes.

2. En caso de que se produzca un retraso, las partes e interesados tienen derecho a saber el motivo de ello.

 

Artículo 59°. PRINCIPIO DE EQUIDAD.

En la resolución de los conflictos que lleguen a su conocimiento, los jueces, sin menoscabo del estricto respeto a la legalidad vigente y teniendo siempre presente el trasfondo humano de dichos conflictos, procurarán atemperar con criterios de equidad las consecuencias personales, familiares o sociales desfavorables.

 

Artículo 60°. SECRETO PROFESIONAL.

1. Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto profesional en relación con las causas en trámite y con los hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de ésta, salvo las autorizaciones que ya contiene el Código de Ética Judicial.

2. Tampoco pueden los jueces evacuar consulta ni dar asesoramiento en los casos de contienda judicial actual o posible.

 

Artículo 61°. CRITERIOS DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE ESTA LEY.

1. La presente ley es de interés público. Sus normas son autoaplicativas y servirán de criterio para las actuaciones jurisdiccionales de los jueces, así como para la interpretación del resto del ordenamiento jurídico que deban aplicar a un caso, todo de conformidad con los principios y valores que las inspiran.

2. Las normas anteriores tienen, además, un carácter regulador mínimo en su descripción y consecuencias, de manera que no excluyen la existencia de otros contenidos en diferentes cuerpos normativos, de diverso nivel jerárquico, o que se consideren aplicables de principio, por ser inherentes al buen desempeño de la administración de justicia y la judicatura.

 

Artículo 62°. SANCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN ESTA LEY.

El incumplimiento de cualquier disposición de esta ley por parte de funcionarios y jueces, se entenderá como falta grave o gravísima, según las consecuencias que haya tenido para la o las personas afectadas, lo que se precisará caso por caso y en tal virtud se sancionará disciplinariamente, de conformidad con la legislación respectiva.

 

Artículo 63°. VIGENCIA.

 

Esta ley rige a partir de su publicación".

- 0 -

El presente acuerdo se pondrá en conocimiento del Ministerio de Justicia, con el ruego atento de que se sirva darle prontamente el trámite legislativo correspondiente.
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ACCESO A LA JUSTICIA

San José, 24 de septiembre de 2020

Sefiora

Melissa Benavides Viquez

Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

S.D.

Estimada sefiora:

Mediante oficio CACC-415-2020, de fechado 11 de setiembre del afio en
curso, se pone en conocimiento de la Subcomisién de Acceso a la Justicia para
Personas Adultas Mayores, el acuerdo de Corte Plena tomado en sesién 42-2020
celebrada el 20 de julio de este afio que en lo que interesa dice: "...2) Solicitar a
cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte
Sobre su efectiva vigencia, asi como de la necesidad de continuar operando en
atencion al cumplimiento de los fines que orientaron su creacion. ..." Con base en
ello, se nos solicita "...remitir a la Unidad de Acceso a la Justicia en un plazo de 10
dias, la informacién requerida.". |

Una vez analizada la documentacién correspondiente tenemos que, en
sesion 27-2008 celebrada el 15 de abril de ese ano, articulo XLVI, el Consejo
Superior dispuso implementar dentro del Poder Judicial, una verdadera politica
institucional que garantizara a la poblacién adulta mayor el acceso efectivo a la
justicia, esto, mediante la aplicacién de una serie de acciones afirmativas, que
incluyera, la adecuacién de los servicios que brinda el Poder Judicial a la
especificidad etarea y necesidades particulares de la persona adulta mayor
usuaria; la sensibilizacion a la poblacién judicial, a fin de disponer de personal
capacitado y comprometido para una atencién personalizada de las Personas
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Adultas Mayores, ademas, de ofrecer informacion de los servicios, tramites y
procedimientos dirigidos a ellos. Este acuerdo se plasmé en la circular 61-2008,
reiterado en circulares 05-2009, 11-2009, 109-2010, 207-2015 y 190-2016 (ver
actas del Consejo Superior, 74-2006 del 03/10/2006 articulo LIlI, 26-2007 del
12/04/2007 articulo XLVI, 27-2008 del 15/04/2008) y vino a confirmarse con la
adopcion por parte del Poder Judicial de las Reglas de Brasilia (circular 173-2019).

En cumplimiento efectivo de esos lineamientos, la Subcomision que
coordino, durante el afio 2019, en informe de labores de ese afio, a exponer
durante el primer trimestre de 2020, hizo ver: "...Esta Subcomisién tiene como fin
velar por la aplicacién de la normativa institucional, nacional e internacional para
adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de la poblacion adulta
mayor y mejorar sus condiciones de acceso a la justicia. Acorde con esto, Ia
Subcomisién ha desemperiado sus funciones con el interés de agilizar tramites,
simplificar requisitos, mejorar el registro estadistico y, en general, procurar que en
el contexto judicial se le brinde un trato preferente a esta poblacion./ Durante este
afio se ha dado un especial énfasis en una campafia de informacién sobre la
politica institucional de atencién a personas usuarias adultas mayores./ En
multiples actividades solicitadas por otras instancias judiciales se han impartido
charlas de informacion sobre la politica./ Se confeccioné un video con ocasion a la
conmemoracion del “Dia Internacional de la Personas Adultas Mayores”, que se
conmemora el 01 de octubre de cada afio./ Confeccién de cépsulas informativas
que se replican periddicamente./ Se mantiene una participacion activa en la
Comision Nacional de Envejecimiento Saludable que coordina el Ministerio de
Salud, instancia con la cual se colaboré en la construccién y definicion de
indicadores respecto las necesidades y servicios que deben brindarse a las
personas adultas mayores./ Coordinaciones interinstitucionales con AGECO y
CONAPAM para brindar un mejor servicio a las personas usuarias, y conocer a su
vez las necesidades particulares que tienen./ Se encuentra en proceso de
construccion un Protocolo Institucional, para una mejor atencién a esta poblacién./
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Actualizacion en la pagina Web con normativa nacional e internacional al respecto,
directrices, jurisprudencia, etc./ En coordinacién con la direccién de Gestién de la
Capacitacion, de la Direccién de Gestién Humana, se aprobo y se piloted el curso
virtual sobre atencién de personas adultas mayores en procesos y Servicios
Judiciales. Curso virtual que serd de aplicacién obligatoria para el personal
Jjudicial.".

Por su parte, en el transcurso del 2020 y pese a las limitaciones que hemos
vivido con motivo del azote de la pandemia sufrida por nuestro pais y el mundo,
como consecuencia de la enfermedad del covid-19, al dia de hoy, la Subcomision
ha llevado a cabo las siguientes actividades: En el mes de febrero la licenciada
Angie Calderén Chaves, de la Unidad de Acceso a la Justicia, impartié a la Sala
Constitucional sobre las diferentqs poblaciones o subcomisiones, tocando en su
exposicion el tema de la poblacién Adulta Mayor. Se han realizado tres sesiones
virtuales, durante los meses de marzo, junio y julio, en las que, entre otras
actividades, se dio el planeamiento del taller virtual impartido por la Master Rebeca
Ramirez, representante de la sociedad civil y miembro de comision de
psicogereontologia del Colegio de Psicdlogos de Costa Rica, sobre: "Vejez y
Envejecimiento”, que se llevo a cabo el pasado 26 de agosto. Ademas, se ha
hecho, el planeamiento, logistica, promocién y ejecucion del Foro Virtual a
celebrase el 30 de septiembre con ocasién de la conmemoracion del dia
Internacional de la Persona Adulta Mayor, y que tratara el tema: ¢La edad nos
hace vulnerables? ¢ Proteger o cuidar, se trata de lo mismo?, esto en el marco de
la emergencia nacional sanitaria que enfrenta el pais, que tendra como panelistas
la Master Teresita Aguilar Mirambell, Presidenta Ejecutiva del CONAPAM, los
licenciados, Eduardo Méndez, abogado y Eduardo Carrillo, psicologo, ambos del
Centro de Atencién de Personas Adultas Mayores del Tejar del Guarco, Personas
Adultas Mayores representantes del Centro de Atencidn de Personas Adultas
Mayores del Tejar del Guarco y al sefior Raul Castro Cambronero, Adulto Mayor,
representante de la sociedad civil, fungiendo como moderadora la Master Rebeca
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Ramirez Corrales antes mencionada. Dicha actividad se hara por medio de la
Plataforma Microsoft Teams y seréa replicada por Facebook y YouTube. Este Foro
esta abierto a funcionarios del Poder Judicial, personas usuarias externas y toda
persona que tenga interés en el tema. La informacion de esta campafia se esta
haciendo circular por prensa, en coordinacién con Gestion Humana. También
tenemos el Curso virtual desarrollado con Gestion Humana, del Médulo de
Derechos Humanos, los "Derechos de las Personas Adultas Mayores". Este curso
lo coordina la Direccién de Gestién Humana y se publica todas las semanas para
disposicion del personal judicial. Se continGia con la redacciéon de un "Protocolo
para la atencion y el abordaje de las Personas Adultas Mayores en el ambito
Judicial”, cuyos avances se socializan entre los miembros de la subcomision,
para que se realicen las observaciones pertinentes. Se mantienen campaiias y
capsulas informativas sobre los lineamientos que contempla la politica
institucional, circulares y efemérides de manera permanente que se confeccionan
desde la Unidad de Acceso a la Justicia y también en coordinacién con el
Departamento de Prensa y Comunicacion y la Direccién de Gestion Humana.

Por ultimo, cabe sefialar que el objetivo de la Subcomision, es una mejor
dinamica y cumplimiento de las labores asignadas, por lo que se ha procurado que
la misma este conformada no solo por funcionarios del Poder Judicial, sino, por
algunas personas de ofras instituciones y organizaciones involucradas en
garantizar los derechos de Personas Adultas Mayores, desde las diferentes
particularidades que les afecta. Asi tenemos a: Cindy Campos Coto, Jueza del
Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Escazl, Mayela
Pérez Delgado del Ministerio Publico, Ericka Chavarria Astorga de la Contraloria
de Servicios, Karla Vanessa Sancho del Organismo de Investigacion Judicial,
Gabriel Quirés Calderén OIJ-SAPSO (Seccion de Apoyo Psicolégico Operacional,
Melissa Benavides Viquez y Angie Calderon Chaves ambas de la Unidad de
Acceso a la Justicia, Mileidy Garcia Solano de Servicios de Salud, Rodolfo Brenes
Blanco de la Defensa Publica, Ruth Bermudez Molina de Gestion Humana,
Mauren Arias y Flor Murillo Rodriguez ambas del Ministerio de Salud, Lupita
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Chaves Cervantes exintegrante del Consejo Superior-Jubilada, Rebeca Ramirez
Corrales de la sociedad civil, Yolanda Mora Artavia Jubilada y representante del
Colegio de Abogadas y Abogados, Leida Hernandez Gutiérrez de la Caja
Costarricense de Seguro Social y mi persona, Deyanira Martinez Bolivar,
Magistrada Suplente y Jubilada.

Sin otro particular se suscribe de Usted atentamente;

- l i 5
i oordinadora

Subcomision de Acceso a la Justicia
Para Personas Adultas Mayores
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San José, 30 de setiembre de 2020

Oficio CACC-492-2020

Señora

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaría General de la Corte

Poder Judicial





Estimada Señora:



Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, remito a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena, informe solicitado mediante Oficio 7589-2020 de 15 de agosto de 2020, vinculado con la Comisión de Acceso a la Justicia.



En el Oficio N° 7589-2020 se transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 42-2020 celebrada el 20 de julio del año en curso, artículo XVI, en que se acordó: 



Sin objeción alguna, se acordó: 1) Tener por hecha la exposición del magistrado Alfaro, sobre el informe presentado en relación con el estado de las Comisiones creadas y dependientes de la Corte Suprema de Justicia. 2) Solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 3) Avocarse en una próxima sesión, al conocimiento y discusión de la propuesta de Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.”  





INFORME

COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA 



 

En sesión de Corte Plena N° 57-2014 de 8 de diciembre de 2014, Artículo XIX, se aprobó el Oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, que es Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial donde se incluyeron las siguientes Sugerencias: “… 4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios…” y se dispuso:



“Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: … 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios… 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, … de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia Poder Judicial 2 que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones…”





El presente oficio dará respuesta sobre lo solicitado a la Comisión de Acceso a la Justicia, además que incluye el Informe del II Trimestre 2020 al que hace alusión el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.





I. Antecedentes

Mediante acuerdo de Corte Plena tomado en sesión 14-2008 del 5 de mayo del año 2008, en el artículo XLVII, se dispuso la creación de la Comisión de Accesibilidad para la atención de las personas con discapacidad y se aprobó la Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial. Lo anterior en cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7.600 de 1996, la Directriz 27-2001, emitida por la Presidencia de la República y el Ministerio de la Presidencia que promovió la creación de comisiones institucionales en materia de discapacidad en todas las instituciones públicas, y la normativa internacional que regula los derechos de dicha población.

En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, Artículo XXVIII, se acordó que la Comisión de Accesibilidad se convirtiera en la Comisión de Acceso a la Justicia, la cual funcionaría como órgano rector de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia a cargo de las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. Con ocasión de ese cambio, los asuntos vinculados con la población con discapacidad pasaron a conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, dependiente de la Comisión de Acceso a la Justicia.

Actualmente, la Comisión de Acceso a la Justicia es el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, coordinada por el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, se encarga de diseñar políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Además, cuenta con un órgano técnico que es la Unidad de Acceso a la Justicia, creada por acuerdo de Corte en la sesión ordinaria N° 32 -2011, celebrada el tres de octubre del dos mil once, artículo VIII.

Con la aprobación de las Reglas de Brasilia se incorpora la perspectiva de vulnerabilidad en el quehacer judicial.  La Comisión de Acceso a la Justicia resulta fundamental pues al tener la rectoría en esta materia, propicia un espacio para la participación de los distintos sectores sociales, en especial los que presentan mayor dificultad para acceder al servicio de administración de justicia. 

 

II. Coordinación de la Comisión de Acceso a la Justicia



En sesión de Corte Plena N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre del año 2018, se acordó designar al Magistrado Jorge Olaso Alvarez como nuevo integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia. Posteriormente y ante la jubilación de la coordinadora de entonces la ex Magistrada Carmen María Escoto Fernández, el Magistrado Olaso quedó al frente de la coordinación desde el año 2019.





III. Integrantes de la Subcomisión

La Comisión de Acceso a la Justicia está integrada por personas representantes de diferentes sectores institucionales. En las diferentes actas se consigna la asistencia a las sesiones virtuales de las personas integrantes utilizándose la herramienta Microsoft Teams. 

Adjunto una lista de las personas integrantes:



		INTEGRANTE

		DESPACHO

		CORREO ELECTRONICO





		Jorge Olaso Alvarez

		Magistrado Coordinador, Sala Segunda

		jolaso@poder-judicial.go.cr  





		Damaris Vargas Vásquez



		Magistrada Sala Primera

		dvargas@poder-Judicial.go.cr



		Melissa Benavides Víquez

		Unidad de Acceso a la Justicia

		mbenavidesv@poder-judicial.go.cr 



		Angie Calderón Chávez

		Unidad de Acceso a la Justicia

		acalderonc@poder-judicial.go.cr 



		Juan Carlos Pérez Murillo

		Director Defensa Pública

		dmonterom@Poder-Judicial.go.cr





		Ana Lucía Vásquez Rivera

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

		avasquezr@Poder-Judicial.go.cr





		Freddy Briceño Elizondo

		Salud Ocupacional

		fbricenoe@Poder-Judicial.go.cr



		Alexandra Mora Steller

		Departamento de Servicios Generales

		amoras@Poder-Judicial.go.cr



		José Guillermo Vindas Cantillano

		Departamento de Seguridad

		jvindasca@Poder-Judicial.go.cr 



		Karen Leiva Chavarría

		Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

		kleiva@Poder-Judicial.go.cr



		Christian Rocha Sanchez

		Departamento de Seguridad

		crocha@Poder-Judicial.go.cr, 





		Marianela Corrales Pampillo

		Jueza Penal Juvenil

		mcorrales@Poder-Judicial.go.cr





		Dinorah Álvarez Acosta

		Dirección de Planificación

		dalvarez@Poder-Judicial.go.cr



		Carmen Cerdas Cisneros

		Jueza

		ccerdas@Poder-Judicial.go.cr>





		Erick Mora Leiva

		Dirección de Planificación

		emora@Poder-Judicial.go.cr



		Maureen González Barrantes

		Dept. Prensa y Comunicación Organizacional

		mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr 



		Francia Leon Gonzalez

		Escuela Judicial

		fleong@poder-judicial.go.cr



		Juan Carlos Cubillo Miranda

		Ministerio Público

		jcubillo@Poder-Judicial.go.cr



		Dixie Mendoza Chaves

		Observatorio Violencia de Género y Acceso a la Justicia

		dmendoza@Poder-Judicial.go.cr



		Erick Alfaro Romero

		Contraloría de Servicios

		ealfaror@Poder-Judicial.go.cr



		Alex Guevara Meza

		Dirección de Gestión Humana

		 aguevarame@Poder-Judicial.go.cr



		Jeannette Arias Meza

		Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia

		jariasme@Poder-Judicial.go.cr



		Susana Calderón Villalobos

		Defensa Pública

		scalderon@Poder-Judicial.go.cr



		Jose Marcos Campos Valverde



		Ministerio Público. 

		jcamposva@Poder-Judicial.go.cr



		Patricia Bonilla Rodríguez 

		Centro de Información Jurisprudencial 

		pbonilla@poder-judicial.go.cr 



		Sady Jiménez Quesada 

		Jueza

		sjimenezq@poder-judicial.go.cr 



		Yorleny Ferreto Solano

		Organismo de Investigación Judicial

		yferreto@poder-judicial.go.cr 













IV. Periodicidad de las sesiones, levantamiento de actas y comunicación de acuerdos



La Comisión de Acceso a la Justicia ha sesionado de manera ininterrumpida desde el año 2010. Actualmente sesiona mensualmente; y en forma extraordinaria cada vez que es necesario, de manera presencial o virtual. A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de Microsoft Teams.



Todos los acuerdos tomados en las sesiones quedan registrados en las actas que son subidas a la página web. Se adjunta el enlace donde pueden consultarse:



https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/index.php/actas





V. Las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de poblaciones en situación de vulnerabilidad



En la sesión de Corte Plena 17-08, se aprobó por parte del Poder Judicial, las Reglas de Brasilia para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. Las Reglas de Brasilia son un conjunto de normas que tienen por objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial.

Como consecuencia de lo anterior, el Poder Judicial asumió un papel activo en el tema de acceso a la justicia y se conformaron una serie de subcomisiones con el objetivo de identificar y tratar de superar los principales obstáculos para el acceso a la justicia de las poblaciones denominadas “vulnerables”. Cada una de estas subcomisiones rinde periódicamente un informe en donde se dan a conocer los avances sobre su gestión, con la finalidad de dar seguimiento, coordinar acciones, alimentar el PAO, rendir el informe anual para el Despacho de la Presidencia, entre otras. 

 	Las Subcomisiones están conformadas por funcionarios y funcionarias judiciales de los tres sectores: Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de la Justicia; además de otras instituciones públicas (CONAPAM, CONAPDIS, OIM, Defensoría de los Habitantes, Universidad de Costa Rica, PANI, CCSS, Oficina del Comisionado de Asuntos Afrodescendientes, Ministerios, Sociedad Civil, ONGs, entre otros según sea la pertinencia).  Además, existe la figura de una persona coordinadora que ejerce labores de organización sobre las sesiones, las actas, las acciones e incluso participa en otros espacios relacionados con la materia de la competencia de la Subcomisión. Las labores ejercidas desde las Subcomisiones se asumen como un recargo a sus funciones sustantivas











	Actualmente, la institución tiene activas las siguientes Subcomisiones para el acceso a la justicia:



		

		Coordina



		Subcomisión de Pueblos Indígenas

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez



		Subcomisión de personas en situación de discapacidad

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez



		Subcomisión de Personas Afrodescendientes

		Jueza Songhay White Curling



		Subcomisión de Niñez y Adolescencia

		Jueza Nelda Jiménez Rojas



		Subcomisión de Penal Juvenil

		Magistrado Alvaro Burgos Mata



		Subcomisión de Personas Migrantes y Refugiadas

		Letrada Marcela Allón Zúñiga



		Subcomisión de Personas Adultas Mayores

		Magistrada Deyanira Martínez Bolívar



		Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género

		Magistrado Román Solís Zelaya







 	Como parte de la información que se aportará en este informe y con la finalidad de recalcar la importancia del trabajo de las Subcomisiones como espacios especializados, de diálogo interinstitucional y acercamiento con la sociedad civil, la Unidad de Acceso les hizo extensiva la solicitud de información, rindiendo cada una un informe que se incluye como adjunto del presente oficio. 



	De esta manera, se deja rendido el informe correspondiente a la Comisión de Acceso a la Justicia y las Subcomisiones para el acceso a la justicia. 



	Atentamente, 





Magistrado Jorge Olaso Alvarez

Coordinador

Comisión de Acceso a la Justicia



Copias:

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Auditoría Judicial
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Respuesta Ronald Nicolas..pdf
5/10/2020 Correo: Angie Calderén Chaves - Outlook

RE: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomision de
Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores 29 de julio

Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>
Lun 10/8/2020 15:20

Para: Angie Calderdon Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>

Muchas gracias.

PODER Renatd G. Hicolds cAlvarade
Juez Coordinador Tribunal de Juicio

] UDICIAL Circuito Judicial de Puntarenas

Tel: (606) 2630-0300 Ext. 5793

micolas@poder-judicial.go.cr

Tribunal de Juicio Puntaranas

De: Angie Calderdén Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: lunes, 10 de agosto de 2020 14:38

Para: Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: RE: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomisién de Acceso a la
Justicia de Personas Adultas Mayores 29 de julio

Con todo gusto, para servirle.
Que esté muy bien.
Licda. Angie Calderén Chaves

Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial
TEL. 2295-3874

De: Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: lunes, 10 de agosto de 2020 14:11

Para: Angie Calderdén Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: RE: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomisién de Acceso a la
Justicia de Personas Adultas Mayores 29 de julio

Angie, muy gentil de su parte. Saludos cordiales.-

. PODER Ponald g Hicolds cAlvarade
Juez Coordinador Tribunal de Juicio

] UDICIAL Circuito Judicial de Puntarenas

Tel: (506) 2630-0300 Ext. 5793

micolas@poder-judicial.go.cr

Tribunal de Juicio Puntaranas
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De: Angie Calderdn Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: lunes, 10 de agosto de 2020 14:02

Para: Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>

Cc: Tribunal de Juicio de Puntarenas <pun-trib@Poder-Judicial.go.cr>; Osvaldo Andres Loria Quiros
<oloriag@Poder-Judicial.go.cr>; Comisidn de la Jurisdiccion Penal <jurisdiccion_penal@Poder-Judicial.go.cr>;
Melissa Benavides Viquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Deyanira Martinez Bolivar <dmartinez@Poder-
Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: RE: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Personas Adultas Mayores 29 de julio

Estimado don Ronald Nicolas:

Reciba un cordial saludo. Por este medio me permito confirmar el recibido de su correo, con ocasion a
las consultas e inquietudes que derivaron por parte de las y los integrantes de la Subcomisién de Acceso
a la Justicia de Personas Adultas Mayores. Agradezco su amable atencidén y pronta respuesta.

De inmediato lo pongo en conocimiento de la Mdster Melissa Benavides Viquez, coordinadora de Ia
Unidad de Acceso a la Justicia, asi como de la Sra. Deyanira Martinez Bolivar, coordinadora de dicha
Subcomisién, para lo que en su cargo corresponda.

Muy cordialmente.

Licda. Angie Calderén Chaves
Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial
TEL. 2295-3874

De: Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: lunes, 10 de agosto de 2020 13:47

Para: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>

Cc: Tribunal de Juicio de Puntarenas <pun-trib@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderén Chaves
<acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Osvaldo Andres Loria Quiros <oloriag@Poder-Judicial.go.cr>; Comisién de la
Jurisdiccién Penal <jurisdiccion_penal@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: RE: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Personas Adultas Mayores 29 de julio

Buena tarde
Katherine Salazar Duarte, asistente administrativa.
Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial

En atencidén a su correo remitido al suscrito, en forma atenta y respetuosa paso a expresar lo siguiente
punto por punto:

"a. Si previo a la decision tomada por el Tribunal, las personas usuarias adultas mayores fueron
consultadas, y si las mismas manifestaron su anuencia o estuvieron de acuerdo con la suspension de las
audiencias; de ser asi, con cuanta antelacion se les esta comunicando. Considerando que la suspension
de las diligencias judiciales retrasa aun mas la solucion del conflicto que se sigue en sede judicial,
pudiendo verse seriamente afectada esta poblacion. Comprende esta Subcomision que la decision busca
en la medida de lo posible resguardar la salud e integridad de las personas adultas mayores; sin
embargo, puede suceder que las personas usuarias cumplan efectivamente con la condicion de persona
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adulta mayor, pero que, por otra parte, no tenga una condicion asociada a su salud que las ponga en
riesgo ante la emergencia nacional que enfrenta el pais por el COVID-19, y que prefieran ante esa
circunstancia continuar sin demora con los procesos judiciales".

En punto a ello he de indicar que este Tribunal es absolutamente respetuoso de los derechos y
obligaciones de las partes intervinientes en los procesos puestos en conocimiento. Nosotros mediante
Consejo de Jueces y Juezas, y de cara a que recientemente la zona del cantdn central de Puntarenas
estuvo en alerta naranja, mi persona convocé a sesién a dicho Consejo donde afloré la idea de que era
sumamente importante resguardar a la poblacién adulta mayor, tomdandose a la postre en forma
unanime, la decisién de que aquellos debates donde hubiera una persona adulta mayor sea como parte
parte o testigo, alin no se realizara el debate en espera de que las situacion sanitaria mejorara. Sin que
los asuntos estuvieran en riego de prescribir.-

La medida la adoptd el Consejo de Jueces y Juezas de los Tribunales de Justicia de Puntarenas, ante la
situacién que vive el pais por la pandemia del COVID-19, en la que las autoridades de Salud identificaron
a las personas adultas mayores, como una poblacién vulnerable a esta enfermedad.

La circular 12-2020, aprobada el pasado 3 de julio, esta dirigida al personal técnico de tramite del
despacho y establece que: “... no se pasara a sefialar asuntos en los que figuren ya sea como imputados
o testigos personas adultas mayores, a efecto de no exponerlos a posibles contagios del COVID-19. Lo
anterior aplicard mientras perdure la emergencia sanitaria nacional (alerta naranja), salvo que se trate
de asuntos prontos a prescribir donde se estard coordinando lo propio con el sefior Juez de Tramite para
su respectivo sefialamiento tomando los recaudos necesarios.”

No sobra indicar que el Consejo de Jueces y Juezas ha actuado apegado al Reglamento de Organizacion
y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la Republica, contenido en la Circular nimero
21-2014 vertido por Corte Plena en sesion 52-13, celebrada el 16 de diciembre de 2013, articulo X VIII,
que aprobo6 dicho reglamento. Documento que a la postre, tiene por "objeto establecer la organizacion y
funciones de los Consejos de Jueces y Juezas de los Tribunales de la Republica, regular diversos aspectos
de la prestacion del servicio, con el objeto de garantizar la independencia, la eficiencia, la eficacia, la
imparcialidad, la objetividad y la transparencia de la administracion de justicia, todo ello con fundamento
en lo dispuesto en los articulos 3, 32 y 101 de la Ley Organica del Poder Judicial y en la Ley General de
la Administracion Publica". De igual manera, conforme al ordinal 9 del mismo Reglamento de marras las
sesiones del Consejo de Jueces y Juezas son privadas y sélo por excepcion seran publicas. Que quiere
decir lo anterior ? Bueno, que en el caso sub examine evidentemente nosotros llevamos a cabo la sesion
con apego a la normativa de cita y el hecho de que las personas adultas mayores fueran consultadas o no,
ello escapa al proposito de dicho reglamento, lo que no quiere decir que no hayamos sido lo
suficientemente cuidados y prudentes en la toma de la decision colegiada y unanime.

"b. Consultar al Tribunal Penal de Puntarenas si estan tomando en consideracion el Protocolo para la
realizacion de Audiencias Virtuales en materia penal, ya que es esta una medida muy importante para no
generar mayor mora judicial. Las distintas instancias judiciales superiores han sido insistentes en no
incurrir en la suspension de las audiencias penales, y por ello es que se han aprobado de estos
protocolos".

En relacion al punto b, me permito hacer del conocimiento de ustedes que, este Tribunal es
absolutamente conocedor del citado Protocolo, maxime cuando el suscrito por ser integrante de la
Comision de la Jurisdiccion Penal es co-redactor del mismo; y por supuesto que es un tema a considerar
por el despacho cuando asi lo amerite.
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"c.Asimismo, consultar al Tribunal Penal de Puntarenas si dentro de la medida que tomaron, se
consideraron las personas adultas mayores que figuran como victimas, ya que no se mencionan en el
comunicado de prensa, solamente hace referencia a personas imputadas y testigos. Adicionalmente si
han contemplado un plan remedial para la pronta programacion de los juicios suspendidos en donde
figuran estas personas adultas mayores".

Procesalmente hablando y en materia penal cuando nos referimos a testigos la palabra misma involucra
en buena hermeneutica legal a la victima como tal. Y tal como lo expresé supra, esta medida es
transitoria pues una vez que merme la situacion sanitaria, estaremos poco a poco programando y
sefalando los asuntos-debates-que involucren persona adulta mayor sin mayor dilacion.

No omito indicar que, como Juezas y Jueces hemos tomado plena conciencia y como personas
igualmente responsables lo que hemos pretendido con esta medida transitoria es proteger a la persona
adulta mayor de evitar que salgan de sus hogares o locaciones, enfocando tanto a imputados (das) como a
testigos.

Sin mas que agregar, su obsecuente servidor,

De: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>

Enviado: viernes, 7 de agosto de 2020 8:54

Para: Ronald Gerardo Nicolas Alvarado <rnicolas@Poder-Judicial.go.cr>

Cc: Tribunal de Juicio de Puntarenas <pun-trib@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderdon Chaves
<acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: Oficio CACC-349-2020 Tribunal Penal de Puntarenas-Acuerdo de la Subcomisidn de Acceso a la Justicia de
Personas Adultas Mayores 29 de julio

Seinor

Ronald Nicolas Alvarado

Juez Coordinador del Tribunal Penal de Puntarenas
Poder Judicial

S.D.

Estimado sefior:

Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-349-2020 para su
estimable conocimiento.

Muchas gracias por su atencion,
Katherine Salazar Duarte, asistente administrativa.

Unidad de Acceso a la Justicia, Poder Judicial
TEL. 2295-3874
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